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.{.suNTo

Rccu¡so de agravio constitucional inte¡pucsto por doña Aideé Luce to Sá¡chez
Gamarra contra la resolución dc fojas 3 91 , de l7 de noviembre de 2017, expcdida por la
Segunda Sala Civil de la Corte Supedor de Justicia de Lambayequc, quc dcclaró
inlt¡ndada la dcmanda.

r UNDA\lLl,l'f'OS

En la scntcncia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diano
(¡ñcial El ['eruano el 29 de agosto de 20]4, este Tribunal cstablcció, cn cl
lundamento 49, coD carácter dc preccdcntc, quc sc expedirá sentcncia interlocutoria
dcncgatorja, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos, que igualmente están contenidos en el articulo I1 dcl Rcglamcnto
Normativo del Tribunal Co¡stitucional:

zca de fundamcntación la supuesta vulneración que se jnvoque.

cr¡cstión dc Derecho contenida en el recu¡so ¡o sea de especial
endencia conslilucional.

d)

I-a cüestión dc De¡echo invocada contradjga un preccdcntc dcl T¡ibunal
Constitucional.
Se hava decidido de manera desestimatoria en casos süstancialmente isuales

IID cl prcsente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está rcferido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. En efecto, par¿
resolver la controveNia -refe¡ida a que se declaie la inaplicación de las

Resolucroncs Ministcrialcs 20.1 y 2I4-2014-MINEDU- existc una via procesal
igualmcntc satisfactoria. Aquello ocurre cuando, en casos como estc, la pa¡tc
demand¿nte se encuentra sujeta al régimen laboral público (folio 4) y no se ha

acredrtado que exista riesgo de que se produzca ineparabilidad o la necesidad dc
lutela urgente.

3. ED consecuencia, se verifica que el presenfe recuno de agravio ha incur¡ido en la
causal de rcchazo prevista en cl acápite b) dcl fundamcnto 49 dc la scnrencia
cnritida en el Bxpediente 00987 2014 I'A/IC y en el inciso b) del articulo ll dcl
ReglamcDto Nonnativo del Tribunal Constitucional. Por esla mzón, corresponde
dsclar¡r, sin más trámite, improcedente elrecurso dc agravio constifucional.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoidad quc le confiere la

Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del

magislmdo Ferrero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Bar¡era.

MIRANDA C N LES
s,r.nntix oo r'¡.go.\na
ESPINOS.\-SAI,DAÑ¡ g¡.NNSN,\

i
c.-

Lo que

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional.

Publíque.c y notrñquese.

SS.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

Coincrdo con el sentido dc lo rcsuelto por mis colegas, pero discrepo cn parte en cua¡to
a la fundamentación esgrimida al respecto. A continuación, exprcso mis razones.

Considero impo¡tantc resaltar que el Tribunal Constitucional, como le

corresponde hacerlo, ha venido precisando, por medio de varios
pronunciamientos, cuál es su competencia para conocer las diversas demandas
de amparc que se presentan. Es en ese contexto que se han dictado una serie de

prcccdentes y criterios que inteÉctúan entre sí, para otorgar una respuesta

adecuada a cada situación.

2. La ve ficación de cada uno de estos clcmentos, como no pod a ser de otra
fbrma, responde a un análisis pormenorizado de cada caso y sus circuristancias.
En esa línea, no pareceria conveniente, como podria enteilderse de la lectu¡a de

la preseDte ponencia, prescindir del análisis respecto a la interacción e¡tre los
diveNos precedentes y criterios que guardan relación con la presente
controvelsia.

3. Al respecto, en Ia sentencia 02383-2013-PA/TC, publicada en el dia¡io oficial á'l
Peruano el22 de julio de 2015, este TribuDal estableció en cl fundal¡ento 15,

co¡ carácter de precedente, que una vía ordinaria será "iguaimcnto satisfactoria"
a la via del proceso co¡stitucional dc amparo, si en un caso concreto se

demuestra, de mancra copulativa, cl cumplimiento de los siguientes elementos:
i) Que la estructura del proceso es idónea para la tutela del derecho; ii) Que la
resolución que se fi¡era a emitir pueda brindar tutela adecuada; iii) Que no cxistc
riesgo de que se produzca irreparabilidad; y, iv) Que no existe necesidad de una
tutela urgente de¡ivada de la relevanci¿ del derecho o de la gravedad de las

consecuencias.

4- En este caso, desde una perspectiva objetiva, tenemos que el proceso
contencioso administrativo, cuenta con una estn¡ctura idónca para acoger la
pretensión de la demandante y darle tutela adecuada. Dicho con otas palabms,
el proceso contencioso administrativo, luego de un análisis caso a caso, sc
constituye en esta situación en particular en una vía eficaz respecto del amparo,
donde puede resolverse el caso iusfu¡damental propuesto por la dema¡dante.

5. Por otro lado, atendiendo a una perspectiva subjetiva, en el caso de autos no se

ha acreditado un riesgo de ireparabilidad del derecho en caso se transite la via
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o¡dinaria. De igual manela, tampoco sc verifica la necesidad de tutela urgente

derivada de la relevancia del de¡echo en cuestión o de la gravedad del daño que

podría ocuÍir.
6. Por lo expuesto, para el caso concreto existe una vía igualmente satisfactoria,

que es el proccso contencioso administrativo. Así, y cn la medida que la cuestión
dc flcrecho invocada contradice un precedentc del Tribunal Constitucional, se

verifica que el presente recurso de agravio ha incurrido el1 ]a causal de rechazo
prevista en el acápite c) del fundamento 49 de la sentencia cmitida en el
Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso c) del a¡tículo 11 del Reglamento
No¡mativo del Tibunal Constitucio¡al, por lo que conesponde declarar, sin más

trámite, improcedente el recuBo de agmvio constifucional.

7. Deben entonccs respetarse las pautas establecidas por este Tibunal al respecto,

sin perjuicio de eventuales diferencias con las mismas. Y es que, tomando en

cuenta los párámetros que deben caracterizar la labor de todo Tribunal
Constitucional, no puede, por ejemplo, apoyarse la dación de un precedentc para

luego desnaturalizarlo, descalificando el cumplimiento de los pasos alli
previstos.

8. Finalmente, considero preciso indicar que discrepo también con Io señalado en

el fundamento 5 del proyecto de ponencia cuando se afirma que en el proceso

contencioso administrativo "son especialmente procedentes las medidas
cautelares (articulo 40 del TUO de la Ley 27584)", pues, en mérito a lo
solicitado en el presente caso, ¡o seda posible el otorgamicnto de autorización
de funcio[amiento mediante este tipo de mcdidas. Ello, por lo demás, no enerva
el hccho dc que el proceso contencioso administrativo resulta eD el prcsente caso

una vía igualmente satisfactoria.

9. De otra pañe, resulta pertinente señalar que, aun cn el supuesto de que se

hubic¡a verificado que se habia i¡cu¡rido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-
2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo ll del Reglamento Normativo del
'fribunal Constitircional, considero que la posición en mayoria ha incur¡ido en

u¡a omisión al no haber respotado el fomato aprobado y ratificado por el Pleno
del Tribunal Constitucional para prese[tar los supuestos descritos eri dicha
causal. Considero que la utilización dc los ¡efc¡idos formatos resulta necesaria,
pues, (-n primer término, es obligación de este Tribu¡al, respetar y hacer respetar
sus propios acuerdos e¡ aras de Ia defensa y el fortalecimiento de su propia
i¡lstitucionalidad.
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10. Además, conviene tener presente que la utilización del mencionado formato
permite recoger con mayor claridad y rigurosidad la aplicación de la causal de

rechazo prevista en el acápite b) del fundamcnto 49 de la sentencia emitida en el
Expedierte 00987 2014-PA,/TC y en el inciso b) del artículo 11 del Reglamento

No¡mativo del Tribunal Constitucional. Así, luego de scñalar expresamente los

supucstos en los que se expedirá sentencia interlocutoria, desarrolla los alcanccs

rcspecto a Io que debe entenderso por que el recurso de agravio no esté referido
a una cuestión de Derccho de especial trascendencia constitucional. Solo con

esas anotaciones prcvias, puede pasarse luego al análisis del caso concreto, y
comprcndcrse a cabalidad dicho análisis.
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La Co¡stitución de 1979 creó el f¡ibunal dc Garantías Constitucionales como
instancia dc casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
er inslancia de fallo. [,a Constitución del 79, por p mera vez en nuestm historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad Áo¿, indepeÍdiente del Podcr
Judicial, con la tarea de gar¿mtizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
dc Ios dcrechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental dc 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales em uD órgano de control de la Constitució[, que tenía lurisdicción
en todo el tenitorio nacional para conocer, en t,ía de casdción, de los hubeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribuül ro
constituia una inslaDcia habilitada para fallar en foma dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dercchos ¡crolotidos en ia Lon.litución.

3. En ese sentido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
CoÍslilucionales. vigente cn ese momento, estableció, en sus artículos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbnna erada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casa¡ la sentencia y, luego de
señalar la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamie¡tos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
mencionados.

4. El modelo de tutela antc amenazas y vulneración de derechos fue seriamentc
modiñcado en la CoÍstitución de 1993. En p mer lugar, se amplían los
mecanismos de tutcla de dos a cuatro, a sabar, habeas cotpus, ñrparo. habeds data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución Io
califica erróncamente como r'órgano de cont¡ol de la Constitución". No obstante, en
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EL TRIBUNAL CoNSIITUCIoNAL coMo coRTf, DE REvrsróN o FALLO y No DD

CASACIÓN

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga Ia Constitución, y con el mayo¡ respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamentc
que disiento del p¡ecedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA./TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

w
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mate¡ia de procesos constitucionales de la libeftad, la Constitución establece que el
Tribu[al Constitücional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constilución Política del Perú, en su afículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al T bunal Constitucional "conocer, en última y
def¡ni¡ivu instanc¡d, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas ddla y acción de cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fruldamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravend a mandatos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "l.t observa cid del debido proceso )) tutela
jurisdiccio al- Ninguna persona puede set destiada ¡le la jurísdicción
predeterm¡nada por la ley, ni sometida a proced¡miento d¡stinto de los pre|idmente
eslablecídos, n¡ .iuzgdda por órganos jurisdiccionales de ercepc¡ói1 ni pur
comisiones especiales creadas dl efecto cualquiera sea su denominación",
co¡sagrada en el a ículo 139, inciso 3.

6. Como se advie¡te, a dil'erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Pe¡ú el Poder Constituyente optó por
un ó¡gano sr¡premo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libeftad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supucsta amenaza o lesión de un de¡echo fundamental, se
debe ab¡ir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticio¡unte colaborar co¡ los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
:rnalisis de lo que :e prelcndc. de lo que se inr oca.

7. I"o constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derccho
irenunciable a la defensaj además, un Tribunal Constitucional constituye el más
eléctivo medio de defensa de los de¡echos fundamentales fiente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitn edad.

EL DER[clto A sER oiDo coMo MANIFESTACIóN DE LA DEMoCR{IIZACIóN DL L()s
PRocESos CoNs' TUCToNALES Df, LA LIBIRTAD

8. La administ¡ación de justicia constitucjonal de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación! es respetuosa! como corresponde, del dcrecho de

W
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defensa inherente a toda persona, cuya ma¡ifestación primaria es el derecho a ser
oído col1 todas las debidas garantías al interior de cualquier proccso en el cual se

rletcrminen sus derechos. intere.es y obligacione..

9. P¡ecisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡ealizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa- la cual- sólo es
eféctiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos peftinentes, conc¡etándose el p ncipio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional-

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus ifltereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democmtiza el p¡oceso. De lo contrario, se decidi a sobre la esfera dc interés de
urra persona sin pcrmiti¡le alegar lo correspondiente a su favor, Io que resultaría
exclüyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional lieDe el deber
ineludible de oplimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el T¡ibunal Constitucional se
legitima no po¡ se¡ ün tribunal de justicia, sino po. la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

EXP. N.' 0t t58-2018-P'TC
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12. En ese senlido, Ia Corte lnterame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblíga al Estado d tratar al índividuo en to.lo momenÍo como
un verdadero sujelo del proceso, en el ndr amplio sentido dc este coficepta), y no
simplemente cono obieto del mismo"t . t que "pora que cxista debido proceso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer valet sus derechos y defender sus
íntereses en_forma ef¿ctiva y en co diciones de igualdad procesal con otros
justícidblestz.

I Cofte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

'Co.t. IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, prlrrafo 146.

wl

10. Sobre la intervención de las pa¡tes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad dc administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con cstricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
ilcluye e] derecho a ser oído con las debidas garantías.
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo Df, AGRAVTo CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el 'tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intélprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que conro órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitlrcional dc la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya qLre el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucio¡al.

15. De conformidad con los arliculos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al Tribtutal lo que le corresponde es conoccr del
RAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia d(.
rechaza¡ dicho ¡ecurso, sino por el contrario de "conocer" 10 que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
idenlilicar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar. entre okos, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribul1al Constitucional antes de presertar su
respectiva demanda-

17. Por lo demás, ¡¡¡tatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-201,1-PA/ l'C repite lo señalado por el Tribunal Comtituciona¡ en ot¡os
fallos, como en el caso Luis Sá¡chez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PFIC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralclas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
ciefto, etc.).

18. Sin ernbargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constilule un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agrcvio
constitucional.

t14
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad pam proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para Ia
vista, lo que garantiza que el 'liibunal Constitucional, en tanto instancia última y
dcfinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en süs
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía conslitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como añn¡ó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda ga¡antía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendieÍdo el de los dcmás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin 1a protección j udicial auténtica".

FERRERO COSTA ttw)
Loq

S.


